CONCEPTO 202 DE 2013
(30 abril)

<Fuente: Archivo interno entidad emisora>

SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS
Ref: Solicitud de concepto.(1)
Se basa la solicitud de concepto en señalar “la tasa de reajuste en los servicios para este año y cómo se liquidan en un plan”.

Hemos recibido la consulta de la referencia y antes de brindarle una respuesta debemos advertir que la misma se formula con el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la entidad ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.

Así las cosas, tanto las preguntas como las respuestas, deben suministrarse de tal forma que puedan predicarse de cualquier asunto en circunstancias similares. En efecto, la jurisprudencia de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado ha señalado que como regla general los conceptos que se expiden a instancia del interesado no son obligatorios, ni crean situaciones jurídicas particulares.

En relación con su consulta, es preciso indicar que no existe norma alguna que determine la periodicidad en que debe producirse el incremento en las tarifas de servicios públicos domiciliarios y tampoco el porcentaje en que debe hacerse. Sin embargo, debe tenerse en cuenta que las empresas prestadoras, en todo caso, se encuentran en la obligación de cumplir con lo dispuesto en el artículo 90 de la Ley 142 de 1994, el cual señala los elementos que deben incluirse en las fórmulas para establecer la tarifa, así:

“Artículo 90. Elementos de las fórmulas de tarifas. Sin perjuicio de otras alternativas que puedan definir las comisiones de regulación, podrán incluirse los siguientes cargos:
90.1. Un cargo por unidad de consumo, que refleje siempre tanto el nivel y la estructura de los costos económicos que varíen con el nivel de consumo como la demanda por el servicio.
Un cargo fijo, que refleje los costos económicos involucrados en garantizar la disponibilidad permanente del servicio para el usuario, independientemente del nivel de uso.
Se considerarán como costos necesarios para garantizar la disponibilidad permanente del suministro aquellos denominados costos fijos de clientela, entre los cuales se incluyen los gastos adecuados de administración, facturación, medición y los demás servicios permanentes que de acuerdo a definiciones que realicen las respectivas comisiones de regulación, son necesarios para garantizar que el usuario pueda disponer del servicio sin solución de continuidad y con eficiencia.
90.3. Un cargo por aportes de conexión el cual podrá cubrir los costos involucrados en la conexión del usuario al servicio. También podrá cobrarse cuando, por razones de suficiencia financiera, sea necesario acelerar la recuperación de las inversiones en infraestructura, siempre y cuando estas correspondan a un plan de expansión de costo mínimo. La fórmula podrá distribuir estos costos en alícuotas partes anuales.
El cobro de estos cargos en ningún caso podrá contradecir el principio de la eficiencia, ni trasladar al usuario los costos de una gestión ineficiente o extraer beneficios de posiciones dominantes o de monopolio.
Las comisiones de regulación siempre podrán diseñar y hacer públicas diversas opciones tarifarías que tomen en cuenta diseños óptimos de tarifas. Cualquier usuario podrá exigir la aplicación de una de estas opciones, si asume los costos de los equipos de medición necesarios.”
Ahora, en lo referente al incremento de las tarifas, tenemos que el artículo 125 de la Ley 142 de 1994 dispone que durante la vigencia de cada formula tarifaría, las empresas pueden actualizar las tarifas que cobran a sus usuarios aplicando las variaciones en los índices de precios que las formulas contienen.

De igual forma, el artículo 126 de la Ley en comento señaló que las fórmulas tarifarias tienen una vigencia de cinco años, salvo que antes haya acuerdo entre la Empresa de servicios públicos y la Comisión para modificarlas o prorrogarlas por un periodo igual.

Ahora bien, excepcionalmente podrán modificarse las formulas tarifarías, de oficio o a petición de parte antes del plazo indicado, cuando sea evidente que se cometieron graves errores en su cálculo, que lesionan injustamente los intereses de los usuarios o de la empresa; o que ha habido razones de caso fortuito o fuerza mayor que comprometen en forma grave la capacidad financiera de la empresa para continuar prestando el servicio en las condiciones tarifarias previstas. 

De manera tal que la actualización de las tarifas hace parte del régimen tarifario aplicable a los servicios públicos domiciliarios regulados por las Comisiones de Regulación, es así, que las tarifas que cobran los prestadores obedecen a la aplicación de las diferentes metodologías tarifarias diseñadas para la remuneración de los costos eficientes de las diferentes actividades involucradas en la cadena, incluyendo una rentabilidad razonable, tal como lo establecen las Leyes 142 y 143 de 1994. Para el efecto, pueden ser consultadas las Resoluciones CRA 543 de 2011 y CREG 011 de 2003 y 119 de 2007. 

Con base en lo anteriormente expuesto, es necesario señalar que quienes deben dar explicación al incremento de la tarifa cobrada por la prestación de los servicios, en primer lugar, son las empresas prestadoras, quienes así mismo están en la obligación de exponer detalladamente la forma en que dan aplicación a los elementos que hacen parte de dicha tarifa y si el procedimiento se ajusta a los criterios y fórmulas generales establecidos.

En este punto, es necesario indicar que la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios no tiene ningún tipo de facultad respecto de la fijación e incremento de las tarifas de tales servicios. Las funciones que constitucional y legalmente le han sido adscritas a la Superintendencia son las señaladas en la Ley 142 de 1994, modificado por la Ley 689 de 2001, en concordancia con lo señalado por el artículo 5 del Decreto 990 de 2002, y que se concretan, en materia de tarifas, únicamente a vigilar que las empresas de servicios públicos sometidas al régimen de libertad regulada cumplan con las metodologías señaladas por las comisiones de regulación para la fijación de sus tarifas, o los criterios que deban seguir quienes deben sujetarse a los regímenes dispuestos.

En todo caso, de existir reclamaciones por inconformidad en la facturación respecto de la prestación de un servicio público domiciliario, nos permitimos informarle que éstas deben ser allegadas a la empresa en primera instancia y en forma individual, en razón a que cada usuario celebra con la prestadora un contrato de condiciones uniformes independiente, refiriéndose cada reclamo a una situación particular. Igualmente, conforme lo señala el artículo 154 de la citada Ley, contra el acto que decida las reclamaciones por facturación, procede el recurso de reposición ante la misma empresa, dentro de los 5 días siguientes al conocimiento de la decisión, sin que en ningún caso procedan reclamaciones contra facturas con más de 5 meses de haber sido expedidas; también procede el recurso de apelación el cual se presenta ante la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios.

Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://basedoc.superservicios.gov.co/ark-legal/SSPD/index. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad.
Cordialmente,

MARINA MONTES ÁLVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica
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